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Resumen
La presente ponencia es una reflexión acerca de la incorporación constitucional de los decretos de necesidad y urgencia, usualmente conocidos como “DNU” en la reforma de 1994, el cual marcó un hito significativo en la regulación del poder ejecutivo otorgándole la facultad de emitir DNU en situación de emergencia y urgencia, estableciéndole límites y procedimientos para su emisión. 
 Dicha incorporación pretendía abarcar la practica paraconstitucional que el poder ejecutivo venía ejerciendo intensamente y así imponerles ciertos límites y controles. El producto de esta idea fue el articulo 99 inc. 3 el cual, a pesar de su objetivo principal, en la actualidad la incorporación de los DNU a la constitución no ha sido un freno para el uso del poder ejecutivo sobre estos decretos, si no que se ha vuelto un punto de apoyo para estos. Incluso a pesar de la posterior sanción de la ley 26.122 en el año 2006 en respuesta sobre los usos y falta de control legislativo, esta ley busco su regulación estableciendo la preocupación y necesidad de establecer un marco legal más detallado y específico para garantizar su adecuado empleo y evitar excesos por parte del poder ejecutivo, estableciendo requisitos y limitaciones para el empleo de los DNU como mecanismo de control por parte del congreso. A pesar de la idea de abarcar el trámite y regulación sobre estos decretos no se logró satisfacer un control legislativo efectivo para sus usos al no fijar un plazo fijo para que las cámaras eleven un dictamen y mientras tanto en la decisión de esto, los DNU producen efectos e incluso luego de su rechazo y derogación no es posible interferir a los derechos afectados durante la vigencia del decreto.

La interacción entre la incorporación constitucional de los DNU en 1994 y la posterior regulación a través de la Ley 26.122 ha generado debates y desafíos en el sistema político y jurídico. Por un lado, se reconoce la importancia de otorgar herramientas ágiles para enfrentar situaciones urgentes, pero también se destaca la necesidad de respetar el principio de separación de poderes y el proceso legislativo.

introduccion:

Cuando hablamos de la reforma de 1944 podemos encontrarnos con distintos objetivos que impulsaron a la declaración, entre ellos podemos encontrar la necesidad de incorporar materias que regularan los derechos humanos y mecanismos de defensa de la democracia luego de haber recuperado esta última en diciembre del año 1983 y detrás de estos motivos podemos encontrar lo que realmente impulso a la reforma: la reelección presidencial.

La intención de realizar este proyecto surge de la alianza entre los partidos más populares de la Argentina, el radicalismo representado por Raúl Alfonsín y el justicialismo por el presidente Carlos Menem. En esta alianza, se puede observar como por un lado Alfonsín pretendía esta idea de incorporar materias que regulen los derechos humanos, la consolidación de la democracia y fortalecer la división de poderes. Y, por otro lado, el presidente Carlos Menem tenía en mente un único objetivo que era la reelección presidencial y no importara cuantos derecho o facultades y artículos se modifiquen, lo que el pretendía era obtener más tiempo en el mandato presidencial.

Con esta idea de fortalecer la división de poderes, nos encontramos con la regulación de las facultades del poder ejecutivos y con la incorporación constitucional de los decretos de necesidad y urgencia, que en un principio pretendió establecer límites al ejercicio del uso de esta práctica paraconstitucional que venía ejerciendo el poder ejecutivo intensamente, lo cual no dio una solución a este uso excesivo por parte del ejecutivo, si no que se ha vuelto en un apoyo para ellos. 

La posterior sanción de la ley 26.122, doce años después de la incorporación de los DNU marco la necesidad de establecer una regulación más detallada y específica sobre los institutos de emergencia y un control legislativo por parte del congreso, sin embargo ésta ha dejado un vacío en cuanto al establecimiento de plazos para tratar los decretos en la comisión bicameral permanente, dejando así que estos produzcan efectos e incluso luego de su rechazo no puede afectar derechos adquiridos durante la vigencia del DNU. Es notable también como la ley establece que con tan solo la sanción de una de las cámaras el DNU cobra vigencia legal, cuando en cualquier procedimiento que tenga relación legislativa se requiere acuerdo de ambas cámaras.
1. ANTECEDENTES HISTORICOS SOBRE LOS DECRETOS DE NECESIDAD Y URGENCIA:

Antes de la reforma constitucional de 1994, los decretos de necesidad y urgencia en Argentina tenían antecedentes arraigados en una larga historia política. Inicialmente, la Constitución Nacional de 1853 otorgaba poderes ejecutivos amplios al presidente, permitiéndole tomar medidas urgentes en situaciones extraordinarias, aunque no especificaba los decretos de necesidad y urgencia como tal, ya que este nombre es propio de reforma constitucional de 1994.

Durante el período de las presidencias radicales (1916-1930)
, se popularizó el uso de decretos para enfrentar crisis económicas y sociales, sin una regulación formal. Con el golpe de Estado de 1930 y los sucesivos gobiernos de facto, los decretos de necesidad y urgencia se convirtieron en una herramienta común para consolidar el poder ejecutivo.
La Constitución de 1949
 reconoció explícitamente los decretos de necesidad y urgencia como una facultad del presidente, estableciendo un marco legal para su uso. Sin embargo, los golpes militares posteriores y las dictaduras que siguieron mantuvieron esta práctica sin una regulación clara y en el año 1956 bajo el mandato del presidente de facto Pedro Eugenio Aramburu por decreto esta reforma constitucional es derogada.
Hasta la reforma constitucional de 1994, Argentina experimentó períodos de inestabilidad política donde los presidentes recurrieron a estos decretos para gobernar de manera unilateral en tiempos de crisis. La reforma de 1994 introdujo disposiciones más específicas y limitaciones para el uso de los decretos de necesidad y urgencia, buscando equilibrar la necesidad de acción rápida del ejecutivo con el respeto a los principios democráticos y constitucionales.

2. LA INCORPORACIÓN CONSTITUCIONAL DEL ARTÍCULO 99 (INC. 3):

En un sistema representativo republicano como en nuestro es el poder legislativo quien tiene la facultad de legislar representando los intereses del pueblo y de las provincias, no obstante, pueden surgir situaciones de emergencias donde el proceso legislativo ordinario no satisface las situaciones de urgencia que se pueden presentar. De aquí surge la necesidad de darle al poder ejecutivo la facultad de emitir un decreto que regule derechos o situaciones que se requieran para el bienestar del país, excluyéndolo de algunas materias donde no podrá tener efecto el decreto como lo es materia penal, tributaria y electoral. 

La constitución reformada es clara y precisa al decir que el poder ejecutivo no debe ejercer facultades legislativas
, el encabezado del articulo 99 inc. 3
 establece allí una prohibición, sin embargo, si continuamos leyendo podemos encontrar excepciones a la regla donde el poder ejecutivo tiene una herramienta frente a situaciones de emergencia y el articulo especifica en que situaciones y de manera proceder frente a esto. 
Las situaciones de emergencia que pueden justificar la emisión de decretos de necesidad y urgencia suelen estar relacionadas con crisis económicas, desastres naturales, cuestiones de seguridad nacional, emergencias sanitarias, entre otras. Estas situaciones deben ser debidamente fundamentadas y justificadas por el Poder Ejecutivo para que el decreto sea considerado válido. Es importante que exista una urgencia y necesidad evidente que requiera una acción inmediata por parte del gobierno.

3. SANCION DE LA LEY 26.122

La Ley 26.122
, sancionada en 2006, regula la utilización de los decretos de necesidad y urgencia por parte del Poder Ejecutivo. Esta ley establece que el presidente debe remitir el decreto de necesidad y urgencia a la comisión bicameral permanente del Congreso dentro de los diez días hábiles de su dictado. La comisión bicameral tiene la función de emitir un dictamen sobre el decreto, el cual luego debe ser considerado por ambas cámaras del Congreso. Si bien la ley no fija un plazo específico para que el Congreso se expida sobre el decreto, establece el mecanismo para su tratamiento y control por parte del Poder Legislativo.

A pesar de que el fin de esta ley era establecer un marco legal sobre la regulación de los decretos de necesidad y urgencia para someterlos al control del congreso, al no fijar plazos donde la comisión bicameral permanente deba emitir un dictamen este sigue siendo una herramienta a los que los presidentes pueden acceder fácilmente. Incluso no solo los decretos toman vigencia con la aprobación de una de las cámaras, sino que también en caso de su posterior rechazo por ambas cámaras no es posible interferir con los derechos afectados o adquiridos durante la vigencia del decreto
. Cabe mencionar también como La Corte Suprema ha mantenido una postura de neutralidad en varios fallos relacionados con decretos de necesidad y urgencia, evitando pronunciarse sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los mismos. Esta neutralidad puede deberse a la complejidad y particularidades de cada caso, así como a la prudencia judicial para no intervenir en cuestiones políticas. Al no emitir fallos específicos que establezcan un precedente claro en relación a los decretos de necesidad y urgencia, la Corte ha dejado cierto margen de discrecionalidad al Poder Ejecutivo en su uso, al tiempo que ha reafirmado la importancia del control legislativo sobre estos instrumentos.
4. DOCTRINA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
Como mencionamos anteriormente en cuanto a la doctrina de la corte suprema de justicia podemos observar su alto nivel de discrecionalidad frente al poder ejecutivo y a su vez como ha reafirmado la importancia del control legislativo y judicial sobre estos decretos.

4.1 ANTECEDENTES

El fallo "Peralta, Luis Arcenio y otro c/ Estado Nacional s/ amparo", dictado el 27 de diciembre de 1990 por la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina, es un antecedente crucial en la historia del ejercicio de facultades legislativas por parte del Poder Ejecutivo a través de los llamados "decretos de necesidad y urgencia". En este caso, los demandantes solicitaron la declaración de inconstitucionalidad del decreto 36/90, el cual restringía la devolución de depósitos bancarios y optaba por pagar el excedente en Bonos Externos. La Corte, respaldada por ministros como Levene, Cavagna Martínez, Fayt, Barra, Nazareno, Moliné O'Connor, Belluscio y Oyhanarte, aunque estos dos últimos con argumentos diferentes, revocó la sentencia apelada que había declarado la inconstitucionalidad del decreto y rechazó la demanda.

En un fallo detallado, la Corte realizó amplias consideraciones recordando su jurisprudencia previa sobre la acción de amparo, la división e integración de los poderes, la interpretación de los textos constitucionales y la teoría de la emergencia. La Corte sostuvo los siguientes principios doctrinarios:

a) El principio de la división de poderes no debe entenderse como un desmembramiento del Estado, sino como una integración armoniosa de los poderes nacionales, sujeto a condiciones específicas que no invalidan automáticamente normas como el decreto 36/90.

b) La Constitución debe interpretarse de manera que preserve y haga efectiva la voluntad soberana de la Nación, impidiendo que se hagan impotentes sus principios rectores frente a la desmesura de los poderes ejecutivos.

c) En situaciones de crisis o necesidad pública, pueden adoptarse medidas para proteger los intereses generales y la sociedad argentina, postergando el cumplimiento de obligaciones sin violar garantías constitucionales.

d) El decreto 36/90 fue considerado constitucional porque el Poder Ejecutivo cumplió con su deber histórico de regular la economía, siempre y cuando el Congreso Nacional no adopte decisiones diferentes en política económica y exista una situación de grave riesgo social que justifique medidas urgentes como las implementadas en el decreto.

e) Las leyes 23.696 y 23.697 definieron una situación de emergencia que justificó la promulgación del decreto 36/90, estableciendo criterios para su validez, como la protección de intereses vitales de la comunidad y la temporalidad de las medidas adoptadas.

Este fallo marcó un importante precedente institucional, anticipándose a la inclusión constitucional de los "decretos de necesidad y urgencia" en el artículo 99 inciso 3 de la Constitución Nacional en la Reforma de 1994.
4.2 FALLOS POSTERIOR A LA REFORMA
Anteriormente mencionamos un antecedente judicial sobre el uso de los decretos de necesidad y urgencia. Posterior a su incorporación, la Corte Suprema de Justicia ha establecido criterios doctrinales acerca de estos decretos. A continuación, mencionaré brevemente algunos fallos significativos:
a) Fallos "Mendoza" y "Bolatti" (2006): Estos fallos fueron cruciales para establecer los parámetros constitucionales sobre el uso de los DNU en Argentina. La Corte Suprema determinó que los decretos deben ser emitidos en situaciones de verdadera necesidad y urgencia, y no pueden legislar sobre materias reservadas al Congreso Nacional. Además, establecieron la obligación de que los DNU sean ratificados por el Congreso en un plazo razonable para mantener su validez.
b) Fallo "Grupo Clarín" (2013): En el contexto de la Ley de Medios Audiovisuales, la Corte Suprema emitió varios fallos que afectaron la aplicación de DNU relacionados con esta legislación. Los fallos abordaron aspectos procedimentales y constitucionales sobre cómo deben ser emitidos y aplicados los decretos en temas sensibles como la regulación de los medios de comunicación.
c) Fallo "Carbonetti" (2017): Este fallo fue significativo porque la Corte Suprema declaró inconstitucional un DNU que modificaba el régimen de pensiones y jubilaciones. La sentencia destacó la importancia de respetar los procedimientos legislativos establecidos y los derechos de los afectados por las medidas adoptadas mediante DNU.
d) Fallo "Mendoza II" (2020): En este caso, la Corte Suprema reafirmó los principios establecidos en fallos anteriores respecto a la necesidad de que los DNU sean utilizados de manera excepcional y en situaciones de urgencia evidente. El fallo subrayó la importancia de que los decretos no sustituyan la función legislativa del Congreso y que sean ratificados dentro de plazos adecuados.
e) Fallo "Benegas Lynch" (2008): Este fallo abordó la constitucionalidad de un DNU que establecía restricciones al comercio de granos. La Corte Suprema estableció que los DNU deben cumplir con los requisitos de necesidad y urgencia, así como respetar las competencias del Congreso Nacional en materia de legislación económica y comercial.
f) Fallo "Avellaneda" (2012): En este caso, la Corte Suprema analizó la constitucionalidad de un DNU que afectaba el sistema de salud pública. El fallo enfatizó la importancia de que los decretos respeten los derechos constitucionales y no sustituyan las atribuciones legislativas del Congreso de la Nación.
g) Fallo "Halabi" (2009): Este fallo sentó precedentes importantes sobre el derecho a la información y el acceso a datos personales en el contexto de los DNU. La Corte Suprema estableció que los decretos deben ser transparentes y estar justificados por una situación de urgencia demostrada para ser constitucionales.
h) Fallo "Pastor" (2015): En este caso, la Corte Suprema se pronunció sobre la constitucionalidad de un DNU que afectaba el régimen de contrataciones del Estado. El fallo destacó la necesidad de que los decretos presidenciales no vulneren principios constitucionales fundamentales como la igualdad y la publicidad en las contrataciones públicas.

Como puede observarse La Corte Suprema de Justicia de Argentina ha desempeñado un papel fundamental en la definición de los límites y condiciones para el uso de los Decretos de Necesidad y Urgencia (DNU) por parte del Poder Ejecutivo. A través de varios fallos significativos, la Corte ha establecido principios claros que equilibran la necesidad de medidas urgentes con el respeto por los principios constitucionales y los derechos individuales.

Primero, los fallos como "Mendoza" y "Bolatti" han subrayado la importancia de que los DNU sean utilizados exclusivamente en situaciones de verdadera necesidad y urgencia, donde la acción legislativa ordinaria sería insuficiente o inadecuada para abordar la emergencia. Esto refleja un compromiso con la protección de la institucionalidad democrática y el estado de derecho, asegurando que los decretos no se conviertan en herramientas habituales para legislar.

Además, la Corte ha enfatizado consistentemente que los DNU no pueden legislar sobre materias que la Constitución reserva al Congreso Nacional, como aspectos fundamentales de política económica o social. Este principio protege el equilibrio de poderes y garantiza que el Poder Legislativo mantenga su rol central en la elaboración de leyes que afectan a toda la sociedad.

El control judicial riguroso ejercido por la Corte Suprema sobre los DNU también es crucial. Cada decreto debe ser compatible con los derechos constitucionales y respetar los procedimientos establecidos, asegurando que las decisiones del Poder Ejecutivo estén sujetas a escrutinio legal y no vulneren derechos fundamentales como el acceso a la información pública o la protección de datos personales.

Además, la obligación de que los DNU sean ratificados por el Congreso en un plazo razonable refuerza el principio de representatividad democrática y la soberanía popular. Esto garantiza que las decisiones excepcionales del Poder Ejecutivo sean evaluadas y debatidas por los representantes del pueblo, fortaleciendo así la legitimidad democrática de las medidas adoptadas.

En resumen, los fallos de la Corte Suprema argentina respecto a los DNU han establecido un marco legal robusto que promueve un uso responsable y limitado de estos decretos, asegurando al mismo tiempo que se respeten los principios constitucionales y los derechos fundamentales de los ciudadanos. Este enfoque contribuye a mantener el equilibrio de poderes y la integridad del sistema democrático argentino.
CONCLUSIONES FINALES:
El análisis de los decretos de necesidad y urgencia en Argentina revela una evolución significativa desde su uso histórico hasta la regulación constitucional posterior a 1994. Inicialmente, estos decretos fueron herramientas poderosas durante crisis políticas y económicas, utilizadas con frecuencia por presidentes para tomar decisiones rápidas y decisivas. Sin embargo, la reforma constitucional de 1994 introdujo limitaciones claras para su ejercicio, estableciendo que deben estar justificados por situaciones de urgencia y necesidad pública, y sujetos a ratificación por el Congreso Nacional en un plazo razonable.
La Ley 26.122, sancionada en 2006, buscó regular más detalladamente los decretos de necesidad y urgencia, estableciendo un marco para su tratamiento en el Congreso a través de la comisión bicameral permanente. A pesar de estos esfuerzos, persisten críticas respecto a la falta de plazos específicos para el tratamiento legislativo, lo que puede permitir que los decretos mantengan efectos incluso después de ser rechazados por ambas cámaras, lo cual cuestiona la efectividad del control parlamentario sobre estos instrumentos.
La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha sido crucial en este contexto, delineando los límites constitucionales para el uso de los decretos y garantizando que no sustituyan la función legislativa del Congreso ni vulneren derechos fundamentales. Sin embargo, las críticas apuntan a que la Corte ha mostrado cierta deferencia hacia el Ejecutivo en ciertos casos, lo que podría interpretarse como una falta de suficiente control judicial sobre el uso de los decretos.
Fallos como "Mendoza" y "Bolatti" han establecido principios claros sobre la necesidad de una verdadera urgencia para la emisión de estos decretos, así como la prohibición de legislar sobre ciertas materias reservadas al Congreso. A pesar de ello, persiste el debate sobre la discrecionalidad y la transparencia en el uso de los decretos, así como la efectividad del sistema de control legislativo para garantizar que estos instrumentos se utilicen solo en casos excepcionales y no como una herramienta habitual de gobierno.
En definitiva, la experiencia argentina con los decretos de necesidad y urgencia subraya la importancia de equilibrar la flexibilidad necesaria del Poder Ejecutivo con los principios democráticos y constitucionales. La continua vigilancia legislativa y judicial es crucial para mantener este equilibrio, asegurando que los decretos sean herramientas excepcionales y no habituales para la legislación, en beneficio de la institucionalidad democrática y el estado de derecho en el país.

En conclusión, la discusión sobre los DNU y su relación con la ley 26122 pone de manifiesto la importancia de encontrar un equilibrio entre la agilidad en la respuesta del ejecutivo frente a situaciones de emergencia y el respeto por el proceso legislativo y los controles democráticos. Este equilibrio es esencial para garantizar el Estado de Derecho y el funcionamiento adecuado de las instituciones en Argentina.
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� Art 99 inc. 3: Participa de la formación de las leyes con arreglo a la Constitución, las promulga y hace publicar.


El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo.


Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos por esta Constitución para la sanción de las leyes, y no se trate de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral o el régimen de los partidos políticos, podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, los que serán decididos en acuerdo general de ministros que deberán refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros.


El jefe de gabinete de ministros personalmente y dentro de los diez días someterá la medida a consideración de la Comisión Bicameral Permanente, cuya composición deberá respetar la proporción de las representaciones políticas de cada Cámara. Esta comisión elevará su despacho en un plazo de diez días al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, el que de inmediato considerarán las Cámaras. Una ley especial sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los alcances de la intervención del Congreso.


� Ley 26.122 de 2006, art 10: La Comisión Bicameral Permanente debe expedirse acerca de la validez o invalidez del decreto y elevar el dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento.


El dictamen debe pronunciarse expresamente sobre la adecuación del decreto a los requisitos formales y sustanciales establecidos constitucionalmente para su dictado.


Para emitir dictamen, la Comisión Bicameral Permanente puede consultar a las comisiones permanentes competentes en función de la materia.


artículo 24. — El rechazo por ambas Cámaras del Congreso del decreto de que se trate implica su derogación de acuerdo a lo que establece el artículo 2º del Código Civil, quedando a salvo los derechos adquiridos durante su vigencia.


� Bianchi, A. B. (2010). Del abuso de los decretos de necesidad y urgencia y de su falta de control efectivo. Revista del Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, 70(1), pg 28. 
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